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1. ESTADO DE LA CUESTION

Es preciso reconocer que, desde la implantacién del Estado de las
Autonomyias con la aprobacién del Titulo VIII de la Constitucién Espafiola
de 1978, se ha avanzado de un modo importante en su concrecién. En efec-
to, el proceso de descentralizacién acometido ha significado trasvasar hacia
las CCAA recursos sensiblemente iguales al 25 por ciento del total de recur-
sos que administraban las Administraciones publicas centrales. También cabe
sefialar que la reciente Ley Organica 9/1992, de 23 de diciembre, sanciona
la transferencia de competencias a las CCAA que accedieron a la autonomfa
por la via del articulo 143 de la CE, lo que permite complementar de un modo
amplio y progresar en la igualacién de competencias entre las CCAA del 151
y las del 143, lo que en el plano de la financiacién aumentaré el volumen de
recursos de las CCAA, a partir de servicios hasta ahora de titularidad estatal.
Sin embargo, el proceso de adaptacién y reforma del sistema de financiacién
autonémica parece claramente detenido, y ha de sefialarse que sea cual fue-
re la valoracién que merezca su actual funcionamiento, la reforma que res-
ponde al Acuerdo para el perfodo 1992-96 no acomete con decisién ningdn
avance en términos de corresponsabilidad fiscal, excepto por lo que se refie-
re al compromiso adicional de estudiar el establecimiento de una participa-
cién del 15 por ciento de la recaudacién territorial del IRPE que ha suscita-
do una importante controversia y que estd pendiente de resolucién.

Ciertamente que durante la tltima década el sistema de financiacién
autonémica se ha corregido de un modo considerable, y basicamente se ha
hecho en la linea correcta. Y las modificaciones acometidas —principalmen-
te la reforma de la financiacién de periodo transitorio (con el descarte del
"coste efectivo" y la eliminacién del "efecto financiero") y la profunda modi-
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ficacién del Fondo de Compensacién Interterritorial— se han ido producien-
do gradualmente, con prudencia, reflexionando, y contando con un genera-
lizado consenso dentro y fuera del Consejo de Politica Fiscal y Financiera.
El Acuerdo recoge los dos criterios restrictivos sustentados en el Documento
de 20 de enero de 1992 en que se recoge la Propuesta que formula la
Administracién del Estado para el quinquenio 1992-96. Estos dos criterios
son, primero, la inexplicable resistencia a modificar formalmente la LOFCA
en ningun caso, cuando su letra y su espiritu han sido reiteradamente vio-
lentados en anteriores ocasiones y también en esa Propuesta, y cuando no es
especialmente complicada la modificacién legislativa de una Ley Orgénica.
El segundo, una restringida presentacién de la responsabilidad o correspon-
sabilidad fiscal con que se pretende avanzar (sic) en la autonomfa tributaria
de las CCAA, dado que la Propuesta formulada no significa avance alguno
en términos de responsabilidad fiscal aunque signifique una cierta derivacién
geogréfica de la recaudacién territorializada del 15 por ciento del IRPF, para
cada CA, cuestién que conviene decir con esta claridad.

La financiacién autonémica se encuentra ante una situacién crucial obje-
to de critica y de rechazo; entre otras razones por posiciones politicas encontra-
das entre las distintas CCAA que defienden distintas férmulas de financia-
cién, aquellas que para cada caso aparentemente les permitirdn obtener
mayores recursos, y cuya conciliacién se hace dificil sin que globalmente se
esté dispuesto a aceptar un aumento muy considerable de recursos financie-
ros. Las razones académicas o técnicas de la critica y rechazo de la Propuesta
de Acuerdo para 1992-1996, obedecen a la escasa atencién que se presta a
los problemas y defectos que presenta la financiacién autondmica, cuestio-
nes que han venido mereciendo un creciente consenso generalizado por par-
te de la doctrina. Asf las cosas, no se acierta a comprender el contenido del
Acuerdo.

Los defectos mds importantes del sistema actual de financiacién auto-
némica se circunscriben a los cuatro siguientes'.

[.- Escasa importancia de los ingresos tributarios v falta de corresponsa-
bilidad.- En ningtin caso supera el 15 por ciento de los ingresos totales y en
algunas CCAA se mantiene en niveles atin més reducidos. Esto significa una
situacién comparativamente inferior y claramente discordante en relacién
con lo que sucede en paifses de organizacién federal en que los ingresos tri-
butarios son, en muchos casos, la fuente de ingresos més importante, lo que
acrecienta su grado de responsabilidad o corresponsabilidad fiscal y hace que

(1) X. CALSAMIGLIA, "La corresponsabilizacién fiscal en la Hacienda autonémica”, en
Economfa Pablica, 1991, (12), pdg. 123-141; A. CASTELLS, "La reforma del sistema de
financiacién autonémica”, en Economia Puablica, 1991, (12), pg. 143-160.
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sea mas eficiente la gestién de sus recursos. Merece la pena recordar que,
ademis, los "ingresos tributarios" corresponden en su mayor parte a ingresos
procedentes de los tributos cedidos, respecto de los que CCAA carecen en
absoluto de potestad normativa. También resulta oportuno sefialar que mer-
ced a lo previsto en los articulos 140 y 142 de la CE las Haciendas Locales
—particularmente cierto de las municipales— poseen una importante potestad
tributaria derivada y que en términos de lo previsto en la Ley 39/1988, de 28
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales se atribuye a éstas una
importante capacidad de decisién en orden a la responsabilidad fiscal a todas
luces superior a la que disponen las CCAA,; todo lo cual parece inapropiado
en relacién con la superior entidad politica de las CCAA en comparacién
con las Haciendas Locales.

I1.- El gasto publico autonédmico resulta fuertemente condicionado.- En
virtud de los reducidos niveles de autonomia y de suficiencia financiera, la
autonomfa en términos de decisiones de asignacién del gasto ptblico de las
CCAA resulta fuertemente condicionada. Si bien es preciso reconocer que
la renuncia al sistema del coste efectivo, que se radicé al perfodo transitorio,
que se operd a partir de 1987 consiguié un avance destacado en este senti-
do, no es menos cierto que el hibrido sistema acufiado para la financiacién
del quinquenio 1987-1991, y la férmula tan restrictiva cuantitativamente apli-
cada a la actualizacién de sus recursos disponibles, no ha significado una
mejora sustancial a la hora de las decisiones presupuestarias. Dificilmente
podra avanzarse en el proceso de decisién respecto a la estructura diferen-
cial del gasto publico autonémico mientras su financiacién esté principal-
mente basada en las subvenciones condicionadas, y mientras, también, no se
asuman superiores cotas de responsabilidad fiscal.

I11.- La desigualdad patente en el gasto publico por habitante de las dis-
tintas CCAA.- Esta desigualdad que igualmente cabria referirla de los ingre-
sos ha llevado a un sistema de financiacién autondmica inestable, y permite
explicar en buena medida el preocupante nivel de endeudamiento de las
CCAA>. No parece fécil avanzar en un proceso de igualacion de ingresos-
gastos como el referido, sin tomar una decidida postura en favor de funda-
mentar los niveles de financiacién de acuerdo con un indice de necesidades®

(2) ]. SUAREZ PANDIELLO, "Notas sobre el endeudamiento de tas Comunidades
Auténomas", Papeles de Economia (48), 1991, pig. 256-265.

(3) X. CALSAMIGLIA y J M. ESTEBAN, "Criteris per a la reforma del finangament de
les Comunitats Autonomes”, en CALSAMIGLIA y OTROS, El financament de les
Comunitats Autdnomes, Generalitat de Catalunya, 1991, pag. 16 y ss.; v J.V. SEVILLA

SEGURA, La Financiacién de las Comunidades Auténomas: Una propuesta de revisién,
Xunta de Galicia, 1991, passim.
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que bésicamente deberfa articularse alrededor de la igualacién del gasto por
habitante. Ciertamente los Acuerdos de 1986 redujeron las diferencias maés
notorias, y la rectificacién posterior del FCI ha venido a aproximar notable-
mente los resultados, pero subsisten diferencias apreciables todavia; de un
lado entre las CCAA del 151, y también entre las del 143 —particularmente
entre las uniprovinciales y las que no lo son—y de otro lado entre las del 151
y las del 143, si bien éstas tltimas diferencias con toda seguridad tenderdn a
amortiguarse sensiblemente con el nuevo bloque de transferencias que se
reconocen a las CCAA del 143 en la Ley Organica 9/1992. En todo caso, y
de ahf la calificacién de inestable del presente sistema de financiacién auto-
némica, el gasto publico por habitante presenta importantes diferencias, que
incluso se acrecientan en el tiempo, entre las CCAA de régimen comtn vy las
de régimen foral. Cuando, ademads, éstas tiltimas vienen adoptando medidas
tributarias ~en virtud de la capacidad de normacién tributaria que les reco-
nocen sus respectivos Estatutos— que pueden calificarse de competencia des-
leal dentro de un mismo espacio econémico, y que se refieren principalmente
—aunque no exclusivamente—a los tributos "cedidos" a las CCAA de régimen
comtn que carecen de toda capacidad normativa al respecto, no parece posi-
ble, con los criterios de reforma que se plantea la financiacién autonémica
para las CCAA de régimen comun, evitar que la actual diferencia siga agran-
ddndose continuadamente. Es en este sentido que se plantea la convenien-
cia de estudiar una gradual extensién de la financiacién de las CCAA de régi-
men comtn a las férmulas y a los resultados cuantitativos del sistema foral.
En cumplimiento de lo previsto en el articulo 138.2 de la CE: "las diferen-
cias entre los Estatutos de las Comunidades Auténomas no podran implicar
en ningln caso privilegios econémicos o sociales", habria que avanzar —y no
retroceder como viene sucediendo— en la igualacién de los recursos dispo-
nibles entre las CCAA de régimen comun y las de régimen foral.

V.- La solidaridad interterritorial no puede ser objeto de reiteracién en
todas las férmulas de financiacién.- En efecto, fruto de una mala conciencia
absolutamente equivocada o cuando menos claramente desconocida, se rei-
tera en todas y cada una de las férmulas de financiacién una atencién parti-
cular al cumplimiento del objetivo de solidaridad. Ello es asf cuando se arti-
culan las férmulas de participacién en los ingresos globales del Estado, cuando
se define la distribucién espacial del FCI, cuando se cuantifican los fondos
estructurales europeos para el desarrollo econémico de las regiones atrasa-
das, y también a la hora de introducir una férmula de participacién en los
ingresos territoriales del IRPF que se matiza con una fuerte ponderacién de
la pobreza relativa de los distintos territorios autonémicos.

Ciertamente que la cohesion social y politica de los colectivos nacio-
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nales pasa por un adecuado respeto a la redistribucién espacial de la riqueza
y de la renta, que se concreta conceptualmente en el principio de solidari-
dad interterritorial con la aplicacién de importantes recursos econémicos a
tal fin, respecto de lo que la doctrina nunca se ha manifestado discrepante.
Pero no es menos cierto que el nivel autonémico no es el tinico proceso pre-
supuestario que se aplica al buen cumplimiento del principio de solidaridad.
Ni tan siquiera el mds importante: lo siguen siendo los Presupuestos Generales
del Estado —con inclusién de los de las entidades gestoras del Sistema de
Seguridad Social- por medio de los cuales se produce la mayor aportacién
al principio de solidaridad interterritorial. La igualacién fiscal, en fin, se pro-
duce como consecuencia de la actividad presupuestaria —proceso de ingre-
sos/gastos publicos— de los niveles autonémico y central, y no sélo de aquel
nivel mediante reiteracién de férmulas de redistribucién espacial®.

Asf las cosas, convendria progresar hacia un adecuado conocimiento
empirico global -mediante la elaboracién de un sistema multilateral de balan-
zas fiscales para todas y cada una de las CCAA— de los recursos que se apli-
can efectivamente al cumplimiento del principio de solidaridad interterrito-
rial. Lo que posibilitaria explicitar unos resultados ahora desconocidos que,
una vez cuantificados, permitirfa una decisién politica mejor informada acer-
ca de si es 0 no posible, conveniente, adecuada, justa, etc...., la igualacién
que ya se produce o si se requiere, y en que cuantia, su ampliacién o reduc-
cién,

Estos defectos no llevan trazas de resolverse con el Acuerdo de Reforma
de la Financiacién Autonémica para el quinquenio 1992-1996. Incluso algu-
no de ellos por la dindmica con que se viene produciendo la financiacién au-
tondémica se acentuardn, en particular el que se refiere a la diferencia de capa-
cidad financiera entre las CCAA de régimen comun y las de régimen foral.
Tampoco la férmula prevista de participacién en el IRPF con derivacion geo-
gréfica significa un avance apreciable en la corresponsabilidad fiscal.

La correccién simultidnea de los defectos anteriores, en cambio, si pue-
de conseguirse con una generalizacién del sistema foral a las CCAA de régi-
men comun. Esta extensién, de forma gradual, habria de configurarse en base
a una investigacion empfirica de los resultados de la extensién del sistema de
cupo a todas y cada una de las CCAA, al tiempo que establecer la férmula
de igualacién fiscal explicita que garantice un correcto cumplimiento del
principio de solidaridad.

(4) La redistribucidn de la riqueza y de la renta es una cuestién distinta, de superior ampli-
tud, e incluye, entre otros, la resultante de la igualacién fiscal a todos los niveles de gobier-
no, actuaciones del sistema de empresas publicas y de otras politicas econémicas.
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La gradualidad de la reforma del sistema de financiacién autonémica que
tienda a corregir los defectos denunciados por la doctrina y/o a desembocar
en una generalizacién del sistema foral de Concierto-Cupo, no puede ini-
ciarse en la direccién contraria, sino que debe dar los pasos adecuados en la
direccién correcta. Al hilo de esta argumentacién se realiza una puntualiza-
cién del concepto de responsabilidad-corresponsabilidad fiscal, se analizan
las caracteristicas defectuosas de los regimenes forales que son dificilmente
generalizables y la evolucién de la capacidad financiera de las CCAA de régi-
men foral, y se concluye con un esquema de propuesta de reforma de la finan-
ciacién autonémica de las CCAA de régimen comtn que la aproxima hacia
las de régimen foral.

2.- LA CORRESPONSABILIDAD FISCAL

La reforma de la financiacién autonémica para el perfodo 1992/96 se ha
planteado en términos de mejorar la responsabilidad o corresponsabilidad
fiscal de las CCAA. Cuestién en la que coincide con una rara unanimidad la
doctrina, pero que no conecta con claridad, con la posicién de los gobier-
nos autonémicos. Cuando se trata de corresponsabilidad fiscal se quiere sig-
nificar compartir la responsabilidad fiscal entre los niveles estatal y autoné-
mico de gobierno y, eventualmente, también, haciendo participe de un mismo
modelo de distribucién no ilimitada de los recursos ptblicos al nivel local de
gobierno.

¢Para qué mayor responsabilidad fiscal?

J.M. BUCHANAN y R E. WAGNERS® explican ldcidamente el "para qué"
de la responsabilidad fiscal. Para ellos la visién Keynesiana del papel del sec-
tor ptblico ha influido de tal manera en el quehacer de las instituciones poli-
ticas contempordneas que no actdan de una manera simétrica: mientras pre-
sentan una fuerte resistencia a los superavits presupuestarios no la hay, o es
muy reducida, frente a los déficits. Como consecuencia de ello la politica fis-
cal se desenvuelve a menudo con déficits y muy raramente con superavits, lo
que hace que el sector piblico crezca, se genere inflacién y se reduzca la
capacidad en el gasto real (consumo e inversién) en el futuro y, en definiti-
va, se tienda a una politica fiscal més intervencionista. Esta proclividad al
déficit por defectos de politica, permite que los politicos "vendan" sus pro-
ductos sin tener que "cobrarlos", es decir sin necesidad de recurrir a aumen-

(5) Fiscal Responsability in constitutional democracy, Martinus Nijhoff, Boston 1978,
Capitulo 1.
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tar los pagos —ingresos publicos— de sus "clientes” o electores. En apoyo de
las tesis doctrinales de BUCHANAN y WAGNER de que sin reformas cons-
titucionales no es posible acabar con el déficit publico, se manifiestan BURK-
HEAD-KNERR y NISKANEN?®, que analizan los vicios de las decisiones poli-
ticas parlamentarias y defienden la necesidad de reformas técnicas, legislativas
y constitucionales para terminar con los déficits. De las cuatro escuelas de
pensamiento fiscal que analizan —neoclésicos, incrementalistas, neo-marxis-
tas y public choice— tan sélo una, la dltima, se plantea seriamente la necesi-
dad de responsabilizar las decisiones presupuestarias, con las miras puestas
expresamente, en limitar el crecimiento del sector ptiblico al poner de mani-
fiesto a los ciudadanos electores cudl es el precio que debe pagarse por unos
niveles superiores, cuantitativa y cualitativamente, de gasto publico. Hasta
aqui la responsabilidad fiscal, en general, sin hacer especificacién alguna de
si el sector publico es tinico o miltiple, y acerca de cuél es el modelo de finan-
ciacién elegido en ese ultimo caso.

Promover la corresponsabilidad fiscal significa elegir entre modelos de
financiacién autonémica’. Es una eleccién no neutral. En efecto, la opcién
por un modelo de financiacién en el que los ingresos estan fuertemente con-
centrados al nivel superior —Estado o federacién— significa minimizar las dis-
torsiones que el sistema impositivo, si presenta diferencias sustanciales en los
distintos territorios, puede generar basicamente en la asignacién de recursos,
pero en cambio arroja sobre los ciudadanos, y sobre los gobiernos subcen-
trales, la imagen de gratuidad de los servicios que prestan. En estas circuns-
tancias, la subvaloracién que se da de los costes de provisién produce ilusién
fiscal, lo que significa una demanda ineficiente que crea las condiciones para
un colosal aumento del gasto publico. La responsabilidad fiscal, amén de las
restricciones presupuestarias, procura un freno a este aumento, e intenta poner
de manifiesto, primero, y eliminar después, la ilusién fiscal existente.

El modelo opuesto de financiacién autonémica es el que presenta un sis-
tema de ingresos separados que a diferencia del modelo de ingresos com-
partidos, puede permitir un ejercicio méas equilibrado de la responsabilidad
fiscal por cuanto pone en relacién a los ciudadanos-contribuyentes en tér-
minos de ingresos y de gastos publicos con la misma autoridad o gobierno
responsable de esta relacién. Si este modelo ciertamente produce una asig-
nacién de recursos mas eficiente —reduce la subvaloracién de los bienes y ser-

(6) En "Congressional Budget Reform: New Decission Structures", y "The Prospects for
a Liberal Democracy", en Fiscal responsability in..., op. cit. respectivamente, pag. 119-
145y 157-174.

(7) W.E. OATES, Studies in Fiscal Federalism, Edward Elgar, 1991, pag. 30 y ss.
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vicios pdblicos que produce el otro modelo— no es menos cierto que también
significa un potencial mayor de efectos adversos por la aplicacién de siste-
mas impositivos distintos.

|a racionalidad econémica para postular un sistema federal o autoné-
mico radica en la capacidad de las unidades subcentrales de gobierno, para
mejorar la asignacién de recursos mediante la diversificacién de los servicios
o outputs publicos de acuerdo con los gustos de los ciudadanos de cada demar-
cacién-jurisdiccién. Esta superior racionalidad no sélo implica la adopcién
de hipétesis restrictivas acerca de la escasa o nula movilidad de los consu-
midores —mas plausibles al nivel autonémico o regional que al nivel local o
metropolitano— sino que plantea importantes interrogantes en relacién con
objetivos redistributivos. Ciertamente se produce una importante tensién
entre los objetivos de asignacién y de distribucién. Simplificando podria
sefalarse que la asignacién eficiente requiere una descentralizacién total,
mientras que la adecuada equidad distributiva sélo puede alcanzarse median-
te una completa centralizacién de los ingresos financieros. En realidad la con-
traposicion descentralizacién-asignacidn versus centralizacién-distribucién
no es tan sefalada por cuanto los sistemas reales cuentan con un sistema de
financiacién mixto, ingresos propios e ingresos procedentes de participa-
ciones-subvenciones en favor de los gobiernos subcentrales. Cuanto mas ses-
gado, como ocurre en el caso espafiol, es el modelo de financiacién, méas
acentuada es su caracterizacién. Con una financiacién autonémica fuerte-
mente basada en ingresos derivados procedentes del nivel central de gobier-
no se puede garantizar la equidad pero en cambio la asignacién de recursos
dista mucho de ser eficiente. Por ello, cuando se quiere progresar en térmi-
nos de responsabilidad fiscal al servicio de una asignacién mas eficiente, aun-
que sea mediante una modesta incorporacién global dentro de la férmula
general de participacién del 15 por ciento de la recaudacién del IRPE no cabe
sorprenderse por la poderosa defensa que se formula de la solidaridad por
parte de las comunidades méas pobres.

En efecto, progresar hacia una superior eficiencia exige respetar la igua-
lacién fiscal —igualacién de servicios con la misma presién fiscal— lo que en
presencia de distintas capacidades fiscales obliga a garantizar los servicios
bésicos a unos niveles minimos iguales en todas las jurisdicciones, mediante
la prictica de importantes subvenciones condicionadas que garanticen una
adecuada satisfaccion conjunta de los objetivos de asignacién eficiente y de
distribucién equitativa.

La responsabilidad fiscal compartida se postula para ganar transparen-
cia en las relaciones politico fiscales, mantener el gasto piblico en niveles
razonables, ganar dosis de eficiencia en la asignacién de recursos, pero todo
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ello sin obviar el requerimiento de una distribucién territorial solidaria de los
recursos, [o que no suele ser particularmente diffcil en los sistemas reales.

:Qué es la responsabilidad fiscal?

Consiste en dotar a los gobiernos autonémicos de una mayor autono-
mia presupuestaria, basicamente en la faceta de ingresos publicos. Incorporarles
al ejercicio de la responsabilidad politica compartida entre los dos niveles de
gobierno. Ello significa que dispongan de un margen apreciable de decisién
fiscal para fijar la cuantia de los recursos globales a obtener, la decisién res-
pecto de cudl o cuales han de ser las instituciones tributarias elegidas, etc...
.o que viene a significar en términos especificos que los ciudadanos perci-
ban claramente que satisfacen sus obligaciones tributarias directamente, tam-
bién, ante las autoridades regionales o autonémicas de las que reciben bie-
nes y servicios publicos, directamente, también debidamente diferenciables,
respecto de los que reciben de los restantes niveles de gobierno.

Ello significa que éstos ingresos deben presentar dos caracteristicas con-
cretas. Primera, que no sean susceptibles de ser exportados hacia otras juris-
dicciones, es decir, que su incidencia efectiva se produzca sobre los ciuda-
danos de la jurisdiccién que los aplica y los percibe. Segunda, que los
ciudadanos-contribuyentes perciban claramente que la aplicacién de estos
ingresos autonémicos son consecuencia del ejercicio de la soberanfa o potes-
tades tributarias propias del gobierno autonémico que los aplica, aunque la
administracién tributaria se ejerza desde otro nivel distinto de gobierno.

La carga fiscal no debe ser exportable interjurisdicciones porque no sélo
perturbarfa el criterio basico por el que se postula: la responsabilidad fiscal,
en orden a poner ingresos en relacién con los gastos; sino porque produci-
ria una alteracién en las capacidades fiscales de las distintas jurisdicciones en
favor de las CCAA exportadoras y en contra de las incididas. El estado de
conocimiento de la doctrina a este respecto, y las restricciones de la CE y de
la LOFCA, garantizan que este tema no presente una especial dificultad. El
establecimiento de impuestos propios, o de recargos sobre impuestos esta-
tales con especial consideracién de su derivacion geogréfica permite resol-
ver cémodamente ese posible efecto no querido.

La caracterizacidn, sin embargo, de corresponsabilidad o responsabili-
dad fiscal si exige, y esta cuestién presenta discrepancias valorativas, una per-
ceptibilidad social y politica para que pueda hablarse de responsabilidad fis-
cal. En otro caso, pueden mejorarse los grados de suficiencia y de autonomia
financiera, y, en cambio, no avanzar en términos de responsabilidad fiscal.
Cabria sefialar que hay tres niveles o clases, decrecientes de ejecutar la res-
ponsabilidad fiscal a saber:



36 ANALES DE LA REAL ACADEMIA DE CIENCIAS ECONOMICAS Y FINANCIERAS

a) Decisién politica-legislativa.- Es el nivel mdximo en el ejercicio de la
responsabilidad fiscal. Se presenta cuando como consecuencia de un proce-
so voluntario de decisién politica se establece un impuesto, se aprueba un
recargo, o se modifican otros elementos tributarios basicos que significaran
una variacién diferencial —-normalmente al alza— de la presién fiscal en el terri-
torio autonémico. Se puede ejecutar mediante la creacidon de Impuestos pro-
pios (con las restricciones del articulo 6 de la LOFCA), mediante la conver-
sién de los tributos cedidos en propios para disponer de capacidad normativa
sobre ellos (exige modificacién de la LOFCA), estableciendo recargos, ya
sea sobre la fase minorista del IVA después de su cesién (complicado y poco
operativo), o sobre el IRPF (cuenta con las bendiciones del TC). Las mas de
las veces significarfa la asuncién también de responsabilidades en términos
de la Administracién Tributaria, aunque ésta no es una exigencia inexcusa-
ble para el ejercicio de la responsabilidad fiscal.

b) Asumir la Administracién Tributaria.- Las CCAA se erigen en res-
ponsables tnicos de la gestién, recaudacién e inspeccién de los distintos
impuestos, sin que tengan ninguna capacidad normativa, si bien pueden apro-
piarse de los ingresos obtenidos. Esta férmula de responsabilidad fiscal pue-
de presentar varias modalidades, principalmente tres. La de menor entidad
se corresponde con la situacién actual de los tributos cedidos a las CCAA,
que proporcionan un porcentaje reducido de los ingresos totales al ser tri-
butos de menor cuantia. La modalidad alemana en la que los linder se erigen
practicamente en la Administracién Tributaria Gnica que se extiende a los
impuestos mas importantes (con la excepcién de Aduanas y Especiales) sin
disponer de capacidad normativa, distribuyendo mediante férmulas que inclu-
yen la igualacién horizontal de recursos, la financiacién recibida a la Federacién
y a los gobiernos locales. La de mayor entidad en términos de responsabili-
dad se corresponde con el modelo foral (Pafs Vasco y Navarra), mediante el
cual no sélo las Diputaciones Forales disponen de capacidad plena para el
ejercicio de la Administracién Tributaria, con respecto a la estructura fiscal
general del estado y obligdndose a mantener el mismo nivel de presién fis-
cal®, sino que disponen de una cierta capacidad normativa, lo que tal vez
hubiera obligado a incluirlas en la modalidad anterior, superior en términos
de responsabilidad fiscal.

c) Obtencién de ingresos.- Se corresponde con el nivel minimo de res-
ponsabilidad fiscal, por cuanto su nula perceptibilidad para los ciudadanos
no permite corregir la ilusién fiscal existente que éstos puedan sufrir ante sus
gobiernos subcentrales. La mera obtencién de ingresos procedentes de la

(8) Estas dos restricciones son analizadas criticamente en el siguiente epigrafe.
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actuacién del nivel central de gobierno, sin asumir capacidades normativas
ni responsabilidades en la Administracién tributaria por parte de las CCAA,
puede presentar, a su vez, dos modalidades técnicas que, sin embargo, tie-
nen los mismos o parecidos niveles de imperceptibilidad fiscal para los ciu-
dadanos. La primera consiste en una participacién en los ingresos con deri-
vacién geografica, es decir haciendo participar a cada CA en la recaudacién
obtenida, en uno o més impuestos, en su propio territorio. La segunda, una
mera participacién —mediante férmula o mediante subvenciones globales
incondicionadas— en los ingresos globales del Estado. En ambos casos, la fér-
mula de participacién elegida habra de permitir articular la adecuada iguala-
cién fiscal interterritorial, sin mayores problemas. Sin embargo, en virtud de
la naturaleza de la férmula aplicada, de su modalidad de actualizacién, y de
su extension temporal, los resultados pueden ser distintos. Més favorables
para las CCAA dotadas de una superior capacidad fiscal en el caso de la par-
ticipacién con derivacién geogréfica’.

|a participacién con derivacién geogréfica en el IRPF que se plantea en
la propuesta del CPFF para el periodo 1992/96, no guarda relacién de nin-
guna clase con la propuesta de segregar de la tarifa central un tramo au-
tonémico de la tarifa del IRPF que deberia emplazarse claramente al nivel
méximo de responsabilidad fiscal, por cuanto comportaria una decisién de
naturaleza politico-legislativa. En efecto, el fraccionamiento de la actual-
mente elevada escala tarifaria del IRPF en dos partes —estatal y autonémica—
abre la puerta a la decisién politica de las CCAA para, dentro de ciertos 1{mi-
tes, adoptar decisiones en términos de establecer recargos a la "canadiense"',
o con alguna otra matizacién que se analizara en el epigrafe 4 de este estu-
dio. La propuesta formulada y analizada de ese fraccionamiento/cesién/par-
ticipacién del IRPF en favor de las CCAA" permitiria con su aplicacién avan-
zar significativamente en la corresponsabilidad fiscal en el caso espafiol en
razén a la elevada perceptibilidad que significarfa para el ciudadano-contri-
buyente.

(9) La férmula prevista de participacién del 15 por ciento del IRPF, produciria para el
caso de la Generalitat de Catalunya unos ingresos crecientes con el tiempo, en cuantfas
superiores a la mera actualizacién prevista, bajo la hipétesis de crecimiento continuado
de la capacidad fiscal de Catalufia, en relacién con las restantes CCAA.

(10)J. RUIZ-HUERTA, "La Corresponsabilidad fiscal: problemética e instrumentos”, en
IEA, Seminario sobre la revisién del sistema de financiacién autonémica. Problemdtica
actual v perspectivas, 17 de abril de 1991, pag. 86-87.

(11) A. CASTELLS, Hacienda Publica Autonémica, op. cit., Capitulo [X y J. SOLE, "El
Financament de les Provincies del Canada...", op. cit., pdg. 41-68, han formulado pro-
puestas y analizado atentamente esta modalidad.
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¢:Coémeo instrumentar la corresponsabilidad fiscal?

Después de analizar los fundamentos de la corresponsabilidad fiscal, y
de diseccionar sus niveles, sefialando el ascenso hacia los rangos superiores,
cabe interrogarse acerca de como instrumentarla. La experiencia reciente de
las resistencias sociales mas encontradas las tenemos, tanto en Espafia como
en el extranjero, en las fuertes alzas experimentadas por impuestos menores,
en términos de su importancia recaudatoria, pero de una gran perceptibili-
dad por parte de los ciudadanos. Ello se ha producido de una manera signi-
ficativa en impuestos locales, como son el Property Tax norteamericano, la
Poll Tax britanica, y los impuestos espafioles sobre Bienes Inmuebles y Sobre
Actividades Econémicas, respectivamente. Son en efecto, impuestos recibo,
fuertemente identificados con el contribuyente, que afectan directamente a
las personas fisicas principalmente —que son quienes han llevado directa-
mente el peso fundamental de la resistencia social no siempre civica— frente
a los aumentos fiscales —y que no son facilmente repercutibles a terceros, por
lo que no parece factible una cierta repercusién— difusién de la incidencia
efectiva hacia terceros de esos impuestos, sino que afectan expresamente,
con una perceptibilidad elevada, al sujeto pasivo consumidor final de esos
incrementos impositivos. Puede parecer sorprendente que aumentos relati-
vamente modestos de la presién fiscal en términos absolutos, si bien con
aumentos abruptos relativamente importantes, planteen una linea de re-
sistencia mas importante que otras elevaciones menos modestas de la pre-
sién fiscal a través de aumentos en impuestos principales, como por ejemplo
el IVA o el IRPFE, pero la existencia comparada recoge esas mismas experien-
cias.

En verdad, la perceptibilidad que el ciudadano-contribuyente tiene res-
pecto de los distintos impuestos se constituye en un elemento crucial de la
responsabilidad fiscal. En consecuencia, debe ser muy cuidadosa la férmula
tributaria elegida en que apoyar los avances de la responsabilidad fiscal. En
particular porque equivocarse en la eleccién de la figura tributaria —tener que
enfrentar fuertes resistencias sociopoliticas a su aplicacién— puede significar
retrasos temporales importantes en su implantacién si esta fracasa politica-
mente. En este sentido cabe plantearse dos cuestiones principales. La pri-
mera, en si es preferible basar los avances de la responsabilidad fiscal en
impuestos sicolégicamente menos perceptibles. La segunda, si es preferible
distribuir el esfuerzo entre varias figuras impositivas —en lugar de concen-
trarse en una sola— para conseguir avanzar en términos de responsabilidad
fiscal y, al tiempo, cudles pueden ser estas distintas figuras impositivas en tér-
minos de que sean a la vez satisfactoriamente perceptibles y razonablemen-
te aceptables.
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La primera ofrece una respuesta bastante trivial: la preferencia es por los
impuestos de "gestion indirecta", que presentase unos menores costes sico-
l6gicos para el contribuyente; es decir el sistema de impuestos indirectos
—con una perceptibilidad quizds demasiado reducida para que sirva a nues-
tros objetivos de responsabilidad fiscal—, y también el Impuesto sobre la Renta,
cuya gestién recaudatoriamente basada en la retencién indirecta en la fuen-
te (rendimientos de trabajo personal y de capital) presentan unos costes sico-
logicopoliticos muy reducidos, sobre todo si se ponen en relacién con las
recaudaciones que proporcionan.

También resulta preferible distribuir las superiores dosis de responsabi-
lidad fiscal entre varias figuras impositivas, antes que concentrarse en una
sola. Los estudios de sociologia y de sicologia fiscal més recientes nos ilus-
tran acerca de aquellas figuras impositivas que menores resistencias produ-
cen sobre los ciudadanos cuando se les enfrenta a la pregunta de cudl es en
su opinién el mejor impuesto en que apoyar un incremento recaudatorio'.
Estos estudios efectuados en base a encuestas en varios paises europeos y en
USA® alcanzan un conjunto de conclusiones de entre las que las méas signi-
ficativas son:

a) Los contribuyentes consideran que la presién fiscal a que estdn some-
tidos ya es suficientemente elevada y se resisten a que se expanda.

b) Como consecuencia de la elevada presion fiscal, les lleva a preferir
que se carguen tasas y precios por los servicios concretos prestados.

c) La resistencia a los impuestos es tanto menor cuanto mayor sea el
ndmero de figuras tributarias en que basar un incremento recaudatorio, dado
el proceso de difusién que ello significa.

d) Las preferencias por unos u otros impuestos, y sus diversas modali-
dades son diferentes segtin paises y culturas; aunque cada vez més se produ-
ce una importante convergencia con los datos de 1988 y afios siguientes, en
paises como Australia, Gran Bretafa, Japén y los Paises Escandinavos.

e) En un mismo pais las preferencias de los contribuyentes por el impues-
to sobre el volumen de ventas o por el impuesto sobre la renta, son funcién
del nivel de renta.

f) En los Estados Unidos, donde los tres niveles de gobierno —federal,
estatal y local— disponen de potestad tributaria en el impuesto sobre la ren-
ta, la preferencia de los contribuyentes de los escalones mds altos de renta se

(12) A. PEDROS, "La visién del contribuyente de fa cesién de tributos a las CCAA", IEA,
El Papel de los Tributos Cedidos en la Financiacién Autonémica: Un Balance, Ponencia,
Barcelona, mayo 1992.

(13) SUSAN HANSEN, The Politics of Taxation, 1983, Praeger, y GUY B. PETERS,
The Politics of Taxation, 1991, Blackwell.
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manifiesta en favor del impuesto sobre la Renta'. Sin embargo, no resulta
sorprendente esa preferencia por cuanto se refiere al nivel estatal, en que es
de naturaleza proporcional. Esta conclusién es digna de ser tenida en cuen-
ta a la hora de disefiar el futuro desarrollo de la corresponsabilidad fiscal.
Aunque cabria aconsejar se preguntara previamente a su introduccién al con-
tribuyente espafiol para conocer su posicién al respecto.

g) La figura impositiva que alcanza una mayor aceptacién es el [IVA o la
imposicién sobre ventas, segtin paises; lo que responde a la comodidad que
significa ir tributando —~muchas veces imperceptiblemente— a través de una
repeticién de sucesivos hechos imponibles, cada uno de ellos de cuantfa rela-
tivamente pequeia.

h) A medida que aumenta el nivel de renta de los contribuyentes encues-
tados disminuye el porcentaje de los "no sabe", "no contesta", lo que puede
introducir términos de duda respecto de los resultados obtenidos, lo que
requiere avanzar en la introduccién de los correspondientes factores correc-
tores.

En conclusién el cémo instrumentar la responsabilidad fiscal exige alcan-
zar un razonable equilibrio entre la perceptibilidad y los costes politicos de
los distintos impuestos; basar el progreso gradual de aumentar la responsa-
bilidad fiscal en impuestos de "gestién indirecta" para ganar grados de acep-
tacion; distribuir entre un ndmero plural de figuras impositivas el crecimien-
to de la corresponsabilidad fiscal; y, finalmente, sugiere adoptar una decisién
previamente informada en base a preguntar las preferencias de los respecti-
vos contribuyentes.

(14) Esta conclusién, que puede parecer sorprendente en una apeciacién inicial, merece
una reflexién méas pausada. La posicién de los contribuyentes con toda seguridad que
puede venir influida por varias razones. Las mds importantes son: a) el impuesto sobre la
renta al nivel estatal es proporcional, sobre la misma base que el federal, y las niveles de
preferencia de los contribuyentes presentan sus maximos valores para el impuesto esta-
tal sobre la renta; b) los contribuyentes tienen un conocimiento bastante preciso por cer-
cano de en qué se esta gastando lo que se recauda por el impuesto estatal sobre la renta,
lo que permite una adecuada valoracién; c) los contribuyentes pueden estar consideran-
do que otras alternativas pueden ser peores —por ejemplo, aumento en el progresivo
impuesto federal sobre la renta y consiguiente aumento de financiacién estatal via parti-
cipacién o subvenciones— y formulan, por tanto, una preferencia por el mal menor; y d)
pensar que la superior perceptibilidad de ese impuesto frenard el crecimiento del gasto
publico, con lo que el aumento impositivo tendera a autocorregirse. En todo caso, cabria
profundizar en este tema dada la importancia que puede revestir para el préximo futuro
de la corresponsabilidad fiscal en el caso espafiol.



CURSO 1992-1993 41

3.- LOS REGIMENES FORALES

La controvertida y proteica historia de las relaciones fiscales y financie-
ras del Pafs Vasco y de Navarra'® recibié la sancién constitucionalizadora de
la Disposicién Adicional Primera de la Constitucién de 1978 al disponer que
"La Constitucién ampara y respeta los derechos histéricos de los territorios
forales. La actualizacién general de dicho régimen foral se llevard a cabo, en
su caso, en el marco de fa Constitucién y de los Estatutos de Autonomia".
Por esta razén y por la superior calidad formal de la determinacién del "Cupo"
para el caso vasco y de la "Aportacién econémica" para el caso de Navarra
se pudo pensar, inicialmente, que el respeto formal de los derechos histéri-
cos —del Fuero— no tendrian que significar una situacién de discriminacién
financiera en favor de las CCAA forales en relacién con las de régimen comun,
como habfa ocurrido en el més reciente pasado histérico.

En efecto, del contenido del EAPV y, més tarde, de la Ley 28/1990, de
26 de diciembre, Navarra. Convenio econémico con el Estado, se concretan
un conjunto de caracteristicas de indudable superior entidad formal y mate-
rial si las ponemos en relacién con la experiencia histérica y con la situacién
anterior aplicable, aunque referida sélo a Alava y Navarra. La primera es que
el Concierto (o Convenio) se aprobaria por Ley (lo que antes se hacia median-
te Decreto del Ejecutivo), con lo que se gana calidad juridica y se consigue,
o deberfa conseguirse, una superior transparencia y un adecuado mejor cono-
cimiento de su contenido. La segunda es que el sistema foral ha de garanti-
zar el mantenimiento de la misma presién fiscal efectiva global, existente en
el resto del Estado. La tercera radica en la aceptacién del principio de soli-
daridad entre todos los territorios autonémicos, lo que habria de significar
garantfa de compromiso para participar desde el Cupo-Aportacién en su cum-
plimiento. Finalmente, se establecfan un conjunto de compromisos formales
(adecuacién a la Ley General Tributaria, respeto de los Tratados o Convenios
Internacionales suscritos por el Estado, y respeto de las facultades y compe-
tencias del Estado inherentes a la unidad constitucional) que debfan garan-
tizar una equitativa distribucién de los recursos, y un escrupuloso cumpli-
miento de las obligaciones de pago.

Los resultados de la aplicacién del régimen foral, sin embargo, no han
producido una adecuada distribucién de recursos, en parte por los defectos
del sistema y, también, por la valoracién inadecuada de las cargas asumidas.

(15) TOMAS-RAMON FERNANDEZ, Los derechos histéricos de los Territorios Forales
Editorial Civitas, Madrid, 1985, JOAQUIN SALCEDO 1ZU, "Et Conveni de Navarra.
Analisi d'un sistema", en IEA, Seminari sobre el régim de conveni i dels concerts econd-
mics o tributaris. Balang d'una década, Barcelona, 1991, pdg. 47-70; y GONZALO
MARTINEZ DIEZ, Fueros si, pero para todos, Alce Silos, Valladolid, 1976.
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y por lo deficiente de sus fé6rmulas de financiacién y actualizacién, en las
CCAA de régimen comin. Como puede apreciarse en las cifras contenidas
en los Cuadros 1y 2, las diferencias que aparecen no permiten, bajo las con-
diciones generales, extender el presente sistema de cupo a las CCAA de régi-
men comun; particularmente esta imposibilidad se acenttda en las CCAA de
una menor renta por habitante, lo que plantea de entrada dudas importantes
en relacién con el cumplimiento del principio de solidaridad, compromiso
formal que no se ha concretado de un modo adecuado.

CUADRO N.° 1
APLICACION GENERALIZADA DEL CUPO EN 1996
COMUNIDADES % Cupo| Cupo por Com.| Trib. Concertad] Capacidad Fi-
(i) (Millones Ptas.)| (Millones Ptas.)| nan. (MIl. Ptas.)

ANDALUCIA 13,9 389.196,6 345.689 ~43.507,6
ARAGON 3,4 95.199,1 117.943 22.743,8
ASTURIAS 2,9 81.199,3 84.810 3.610,6
BALEARES 2,2 61.599 4 63.030 1.430,5
CANARIAS 3,5 97.999,1 72.937 ~25.062,1
CANTABRIA 1,4 39.199,6 59.009 19.809,3
CASTILLA-LA MANCHA 3,6 100.799,1 60.246 —40.553,1
CASTILLA Y LEON 6,3 176.398,5 182.875 6.476,5
CATALUNA 18,4 515.196,6 898.966 383.770,3
C. VALENCIANA 10,0 279.997,6 296.128 16.130,3
EXTREMADURA 2,0 55.999,5 30.808 -25.191,5
GALICIA 6,4 179.198 .4 166.552 ~12.646,4
MADRID 15,1 422.796,4 1.439.741 1.016.944,5
MURCIA 2,2 61.599 4 54.053 -7.546 4
NAVARRA 1,5 41.999,6 49.609 7.609,3
PAIS VASCO 6,4 179.198,4 303.695 124.496,5
LA RIOJA 0,8 22.399,8 19.163 -3.236,8
TOTAL 100,0 2.799.976,2 4.245254

FUENTE: J.M. ESTEBAN y R. GOMEZ, "La inviabilitat de la Generalitzaci6 del Sistema Foral"
en X. CALSAMIGLIA y OTROS. El Financament de les Comunitats autdonomes: Avaluacié
del sistema actal i criteris de reforma, Generalitat de Catalunya, Barcelona, 1991, pdg. 83, 84

y 85.
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Asi mismo, en el Cuadro n.° 2, al poner en relacién la capacidad finan-
ciera con el coste de los servicios asumidos por las CCAA se observa que en
13 de las 17 CCAA se obtendria una capacidad financiera neta negativa, es
decir, se producirfa insuficiencia financiera. De una consideracién inicial de
esas cifras cabrfa concluir la inaplicabilidad del modelo de Cupo para la finan-
ciacién de las CCAA, posicién que es preciso matizar considerablemente no
sélo por la gran dificultad de homogeneizar las cifras analizadas sino, sobre
todo, por la forma tan defectuosa con que se produce el célculo del cupo.

CUADRO N2 2
CAPACIDAD FINANCIERA NETA
COMUNIDADES Cupo por Com. Trib. Concertad. Capacidad Fi-
(Millones Ptas.) (Millones Ptas.) nan. (MIl. Ptas.)
ANDALUCIA -43.507,6 185.268,3 -228.7759
ARAGON 22.743,8 39.763,9 -17.020,1
ASTURIAS 3.610,6 29.833,9 -26.223,3
BALEARES 1.430,5 17.529,0 -16.098,5
CANARIAS -25.062,1 48.478,7 —~73.540,8
CANTABRIA 19.809,3 14.588,0 5.221,3
CASTILLA-LA MANCHA -40.553,1 51.993,0 -92.546,1
CASTILLA Y LEON 6.476,5 83.925,2 —77.448,7
CATALUNA 383.770,3 118.378,2 265.392,1
C. VALENCIANA 16.130,3 79.554,0 -63.423,7
EXTREMADURA -25.191,5 31.977,2 -57.168,7
GALICIA —12.646,4 76.719,4 -89.365,8
MADRID 1.016.944,5 121.278,4 895.666,1
MURCIA ~7.546,4 24.4437 —31.990,1
NAVARRA 7.609,3 13.094,7 -5.485,4
PAIS VASCO 124.496,5 60.560,5 63.936,0
LA RIOJA —3.236,8 7.948,4 -11.185.2

FUENTE: ] M. ESTEBAN y R. GOMEZ, "La inviabilitat...", op. cit. pag. 84y 87.

Una evaluacién de los principales elementos determinantes de la cuan-
tificacién del cupo Vasco permite una consideracién mas precisa acerca de
la aplicabilidad general del sistema. En primer lugar, es preciso sefialar que
las cargas asumidas por la CA Vasca han sido objeto de una valoracién excep-
cionalmente alta, introduciendo el concepto de "asignacién presupuestaria
integra" a nivel estatal de las competencias asumidas, concepto completa-
mente distinto al utilizado del coste efectivo de los servicios —expresa o impli-
citamente utilizado con correcciones— para las CCAA de régimen comdn, lo
que ha introducido un sesgo a la baja en la cuantia del Cupo.
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En segundo lugar, en el célculo del Cupo no se ha ni siquiera planteado
la necesidad de practicar los ajustes territoriales precisos para cuantificar la
capacidad fiscal realmente imputable al Pais Vasco. En particular, esta insu-
ficiencia del método del célculo es lo que se pone de manifiesto a la hora de
generalizar el sistema de Cupo-Aportacién a todas las CCAA. La mera trans-
cripcién de la recaudacién obtenida territorialmente por los tributos con-
certados, sin efectuar los ajustes territoriales precisos, produce resultados
carentes de toda significacién. La no coincidencia formal del lugar de liqui-
dacién-recaudacién de los impuestos (domicilio social, retenciones de tra-
bajo personal, de capital, etc...) con el lugar en que se devengan o con el
territorio en que se desarrolla la actividad econémica, produce considerables
dificultades para definir su efectiva adscripcién territorial. La traslacién terri-
torial de los impuestos —particularmente importante en la imposicién indi-
recta pero no limitable a ésta— se constituye, también, en un destacado fac-
tor de correccién de los meros resultados recaudatorios estadisticamente
territorializados. Ambas razones explican la elevada capacidad financiera neta
del Pafs Vasco, de Catalunya, y de Madrid, excepcionalmente acentuada en
este Gltimo caso, y el hecho de que, sorprendentemente, Cantabria, también
disponga de capacidad financiera neta positiva, lo que hace pensar que se
deba basicamente a una institucién concreta, o tal vez dos.

De la bondad del "ajuste territorial" globalmente planteado, cuestién
compleja técnicamente y de dificil aceptacién o consensos politicos depen-
de bédsicamente la viabilidad de generalizar el sistema de Cupo a todas las
CCAA. Cabe sefalar, sin embargo, que la critica que se formula en cuarto
lugar, al poner en relacién el Cupo efectivamente satisfecho, en lugar del
cupo formalmente calculado, con tributos concertados —cuadro n.° 3— pre-
senta unos resultados sustancialmente distintos a los del Cuadro n.®2.

Una tercera critica a efectuar es que el indice de imputacién aplicado al
célculo del Cupo Vasco resulta bajo, lo que naturalmente afecta a su cuantia
a la baja. Lo es por dos razones bésicas: a) cuantitativamente deberia haber
sido superior en todos los afios de su aplicacién dada la importancia del PIB
del Pais Vasco en el PIB espafiol'®; b) porque de su aplicacién proporcional
en ese territorio, y en todos los demés, al prescindir de cuél es la importan-
cia relativa de la renta o producto interior bruto por habitante en el territo-
rio considerado en relacién con el promedio espafiol, se estd haciendo un

(16) Cuestién complementaria a este andlisis es la peculiar forma en que se produjo y
aceptd su cuantificaciéon. A. PEDROS "El Sistema de Financiacién de la Comunidad
Auténoma Vasca", publicado en CARLOS OTERO, El control de la Actividad Financiera
y Fiscal del Sector Pdblico, Santiago, 1990, pag. 65-67; y A. PEDROS en N. BOSCH y
OTROS, Les Finances de les Comunitats Autdnomes, Barcelona, 1989, pag. 273-275.




planteamiento absolutamente ajeno a cualquier modulacién que se quiera dar
al principio de solidaridad; también en este sentido, la generalizacién del sis-
tema de cupo obligaria a definir de una forma distinta al indice de imputa-
cién —para el Pafs Vasco y para los demés territorios— incorporando algtin
criterio de solidaridad interterritorial. En cualquier caso, los distintos crite-
rios de redistribucién espacial de ingresos y gastos ptblicos, que de forma
implicita y explicita estdn afectados al cumplimiento del principio de soli-
daridad no se proyectan sobre la Hacienda Vasca por la naturaleza peculiar
de la misma y por la peculiaridad y cuantia del indice de imputacién, que
deberia ser superior, arrastrando consiguientemente al alza la cuantia del

CURSO 1992-1993

Cupo.
CUADRO N.° 3
CUPQO Y CAPACIDAD FINANCIERA SEGUN CIFRAS EFECTIVAS
DEL CUPO VASCO
(en miliones de pesetas)

COMUNIDADES CUPO CAPACIDAD

FINANCIERA
ANDALUCIA 204.802,4 140.886,5
ARAGON 50.095,5 67.847,4
ASTURIAS 42.728,5 42.081,4
BALEARES 32.414,7 30.615,2
CANARIAS 51.568,9 21.368,0
CANTABRIA 20.627,5 38.381,4
CASTILLA-LA MANCHA 53.042,3 7.203,6
CASTILLA Y LEON 92.824, 1 90.050,8
CATALUNA 271.105,4 627.860,5
EXTREMADURA 29.267,9 1.340,0
GALICIA 94.297,5 72.254,4
MADRID 222.483,2 1.217.257,7
MURCIA 32.414,7 21.638,2
NAVARRA 22.100,9 27.508,0
PAIS VASCO 94.297,5 209.397,4
LA RIOJA 11.787,1 7.375,8
VALENCIA 147.339,9 148.788,1

FUENTE: J.M. ESTEBAN y R. GOMEZ; op. cit. pag. 87.
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La cuarta razén radica en el reiterado incumplimiento formal y material
de la normativa establecida en la liquidacién del cupo, lo que desde el pun-
to de vista formal se convierte en la cuestién mds criticable en un Estado de
Derecho, por cuanto ese incumplimiento se realiza, y se tolera, por sendos
poderes ptiblicos. En particular es preciso sefialar que las liquidaciones defi-
nitivas coinciden sorprendentemente con las provisionales la mayor parte de
los afios o bien presentan unas variaciones minimas de dificil credibilidad en
los pocos afios restantes, cuando la mera existencia de desviaciones presu-
puestarias muy importantes entre las cifras iniciales y de liquidacién de los
ingresos y gastos contenidos en los Presupuestos Generales del Estado, obli-
garia a practicar importantes rectificaciones al alza en todos y cada uno de
los ejercicios’”. La comparacidn de las cifras efectivamente satisfechas en con-
cepto de Cupo segin se desprende del Cuadro n.° 3, muestra una capacidad
financiera para todas las CCAA que altera profundamente las cifras refleja-
das en el cuadro n.° 2 y consiguientemente las conclusiones que pudieran
derivarse de las mismas.

Una quinta y dltima consideracién critica se refiere especificamente a la
financiacién de los traspasos de INSALUD e INSERSO, acordados con efec-
tividad a partir del 1.° de enero de 1988

De un lado, porque el procedimiento seguido para la valoracién de los
costes de los servicios de traspasos fue inicialmente absolutamente dispar res-
pecto del método idéntico aplicado hasta aquél momento en la valoracién
de los mismos traspasos a Catalufia, Andalucfa, Valencia y Galicia, cuestién,
ésta, que se ha ido posteriormente igualando a partir de 1988 para todas las
CCAA que han accedido a esos servicios al tiempo que se han perfecciona-
do los mecanismos presupuestarios y financieros conexos con estos servicios
traspasados. De otro lado, y ahf radica la diferencia mas importante, la finan-
ciacién de los traspasos de INSALUD e INSERSO resulta de la aplicacién
del mismo "indice de imputacidn” que se aplica para el calculo del Cupo,
cuando la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad se refiere al por-
centaje de la "poblacién protegida", criterio aplicado a las restantes CCAA,
de régimen comun. El desconocimiento de la poblacién protegida ha obli-
gado a aplicar una férmula de ajuste sobre el porcentaje de la poblacién de
derecho de 10 afios de duracién para ajustar cada afio hasta un 0,05 puntos
porcentuales hacia la cifra de poblacion protegida a partir de la poblacién de
derecho. Esta aplicacién del "indice de imputacién", carente de todo tipo de
soporte legal, significa un nuevo aumento de la capacidad financiera de la

(17) A. PEDROS, op. cit., pag. 69y ss.
(18) A. PEDROS, op. cit., pag. 76 y ss.
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Hacienda Vasca, en tanto el indice de imputacién siga superando el porcen-
taje de la poblacién protegida y/o el de la poblacién de derecho como vie-
ne ocurriendo todos los afios, e impide la generalizacién de este criterio para
la financiacién de estos servicios, por cuanto no guarda relacién alguna con
la poblacién protegida —"indice de necesidad”- ni con ningtn criterio al ser-
vicio de la solidaridad interterritorial.

La constatacion de que el Sistema vigente de financiacién autonémica
resulta inestable, por cuanto la capacidad financiera de las CCAA de régi-
men foral resulta muy superior y se acrecienta con el transcurso del tiempo,
en relacién con la de las CCAA de régimen comn, si no se procede a una
reforma en profundidad de ambos sistemas de financiacién en el sentido de
acercar sus resultados en términos de capacidad financiera, se contienen res-
pectivamente en sendos estudios realizados por especialistas de cada una de
las Haciendas Forales.".

(19) INAKI ANSOATECUI, "El sistema del Cupo en el periodo 1982/91", ECONOMIA
PUBLICA, 1991, n.° 4, (13), pag. 215-249, y Blas Ignacioc LOS ARCOS LEON, "La finan-
ciacién de Navarra. El modelo de Convenio Econémico”, ECONOMIA PUBLICA, 1991,
n°4,(13), pdg. 167-187.
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Del anélisis de las magnitudes més significativas del Cuadro n.° 4 se apre-
cia un sustancial aumento en la recaudacién obtenida por los tributos con-
certados que pasa del 10,28% del PIB vasco en 1982 al 18,29% en 1991, con
un salto importante entre los afios 1985 al 1987 que coincide con la implan-
tacion del IVA; la Capacidad financiera de la CAPV, que mide la capacidad
de financiacién de las competencias asumidas por la CA, experimenta un
fuerte aumento que pasa del 6,16% del PIB vasco en 1982 hasta el 16,44%
en 1991, especialmente notable a partir de 1988; de la misma manera, el cupo
liquido a ingresar desciende considerablemente, desde el 4,12% del PIB vas-
co en 1982 al 1,86% del PIB en 1991, disminucién que se produce dréstica-
mente a partir de 1988, fecha en que se inicia la vigencia del nuevo modelo
aplicable entre 1987/1991, y en que se traspasan los servicios de la seguri-
dad social.

La diferencia de capacidad financiera entre las CCAA de régimen co-
mun y la CAPV cabe circunscribirla a tres factores explicativos relevantes, a
saber:

1.- La reducida cuantia del Cupo liquido efectivo, que obedece a la de-
fectuosa determinacién del mismo en base a una valoracién diferencial mas
elevada de las cargas asumidas por el Estado, a la ausencia de un ajuste te-
rritorial que compense las diferencias entre la incidencia real y la recauda-
cién formal territorializada, al reducido valor del indice de imputacién, y el
modo en que se acaba fijando el cupo efectivamente liquidado; cuestiones
que ya han sido detalladas con anterioridad. La evolucién experimentada en
el periodo 1987/1991, a diferencia de lo acaecido en el primer quinquenio
1982/1986, permite referir que las diferencias se han agravado merced a los
defectuosos ajustes operados como consecuencia de la implantacién del VA,
y a la aplicacién de la Compensacién especial por Impuestos Directos, que
no se introdujo para la determinacién del Cupo liquido en el perfodo
1982/1986.

2.- La férmula de actualizacién del Cupo liquido que se ha aplicado en
el periodo 1987/91. En efecto, mientras que el periodo 1982/86 el Cupo
liquido se calculaba para cada ejercicio, en el perfodo 1987/91 se ha proce-
dido a fijarlo para el primer ejercicio —de forma retroactiva desde 1989 a
1987—y luego se ha venido actualizando por el cociente de actualizacién
previsto que recoge el aumento porcentual de los ingresos impositivos del
Estado para cada ejercicio. La férmula de actualizacidn resulta parcialmen-
te correcta pero debe tenerse en cuenta que se aplica sobre un cupo liqui-
do inicial muy bajo por las razones sefialadas en el punto anterior. La capa-
cidad fiscal de la CAPV y su evolucién, superior a la media espafiola, ha
permitido mantener un ritmo de crecimiento de su capacidad financiera —en
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términos absolutos cada vez mayor— en promedio del 15 por ciento, mien-
tras que la actualizacién de los recursos a disposicién en un porcentaje infe-
rior: el correspondiente a los Gastos equivalentes del Estado, lo cual ha pro-
ducido una paulatina divergencia cada vez mayor entre los recursos a
disposicién de una y otras.

3.- La peculiar financiacién de los servicios traspasados del INSALUD
y del INSERSO™.- Como ya ha sido objeto de anélisis anteriormente, y en
plena concordancia con cuantos estudiosos han analizado el tema, la vigen-
cia del peculiar sistema de financiacién de los servicios traspasados de la
Seguridad Social, a partir de 1988, ha acentuado notablemente la divergen-
cia entre la capacidad financiera de las CCAA de régimen comtn que han
recibido esos mismos servicios, con una valoracién absolutamente dispar, y
la CAPV. Este concepto aisladamente considerado ha significado en 1991
una adicién neta a la capacidad financiera de la CAPV de 2,98 puntos del
PIB vasco®.

El modelo foral de que dispone Navarra empezd su vigencia el 1.° de
julio de 1990, y se contiene en la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la
que se aprueba el Convenio Econémico entre el Estado y la Comunidad Foral
de Navarra. Con la salvedad de algunas diferencias nominales como Convenio
en lugar de Concierto, aportacién en vez de Cupo, etc..., el modelo econd-
mico sancionado para Navarra es idéntico al vigente para la CAPV después
de los acuerdos suscritos para el periodo 1987/91. La tnica diferencia sus-
tantiva es que mientras para la CAPV el Concierto tiene una duracién limi-
tada —25 afios—y el cupo debe revisarse cada 5 afios, en el caso de Navarra
la duracién del Convenio y de la Aportacién, actualizada a partir del afio ini-
cial =1990- tienen una duracién ilimitada, sélo adaptable o modificable como
consecuencia de cambios sustanciales en la estructura fiscal del Estado o fru-
to de Tratados o Convenios Internacionales, asi como en razén a la asuncién
por Navarra de nuevas competencias que le pudiesen ser traspasadas por el
Estado.

Asf las cosas, y en ausencia de la constatacién empirica de los resultados
que si se conocen para la CAPV, no se puede todavia plasmar la situacién
cuantitativa que presenta Navarra en términos de capacidad financiera, de
importancia de la recaudacién de los tributos convocados, ni, tampoco, de
la importancia de la Aportacién efectivamente realizada en términos del PIB,

(20) M. BASSOLS, K. SOLE y J. VILALTA "Sistema de Finangament de la CAPB", en
NOTA DE ECONOMIA, n.° 38, julio 1990, pag. 69-99, y en particular la pag. 85.
(21) I. ANSOATEGUI, "El sistema de cupo...", op. cit., pag. 239, reflejada también en el
cuadro n.° 4 de este estudio.
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ni la evolucién que de esas magnitudes pueda observarse después de la apli-
cacién del Nuevo Convenio, cuyo primer afio completo de aplicacién corres-
ponde al ejercicio de 1991. Sin embargo, la identidad del modelo aplicable
con el del Pais Vasco permite anticipar las mismas criticas que se han for-
mulado respecto de aquél, en su consideracién absoluta, y en términos rela-
tivos si se pone en relacidn con el sistema de financiacion aplicable a las
CCAA de régimen comtin.

En el caso de Navarra, en fin, la tendencia inercial hacia el manteni-
miento de importantes peculiaridades tributarias en relacién con la legisla-
ciéon aplicable en el territorio comin, tales como las existentes en el IRPE
Sucesiones y Donaciones, Actos Juridicos Documentados, y en el Impuesto
sobre Sociedades, permite suponer que se mantendrd la situacién histérica-
mente consolidada que se viene produciendo, en su caso ininterrumpida-
mente, desde 1877 al final de la guerra carlista. Es decir una superior capa-
cidad financiera al tiempo que una menor presién fiscal efectiva.

|La naturaleza e importancia de las diferencias analizadas entre las CCAA
de régimen comun y las CCAA forales, plantea una doble disyuntiva. La refor-
ma en profundidad de aquel sistema foral —en lo que se refiere basicamente
al cupo o aportacién— aproximando lo mds rapidamente posible su capaci-
dad financiera a la de las restantes CCAA de régimen comun, o bien replan-
tear con la energia y celeridad posibles la generalizacién del sistema de Cupo-
Aportacién a todas las CCAA. La generalizacién del Sistema por supuesto
que debe alcanzar, lo antes posible, a todas las especialidades ahora forales
en todo el territorio espafiol, pero convendria plantearse una gradualidad
progresiva en dicho proceso; por ejemplo, mediante la identificacién cuan-
titativa de una similar capacidad financiera para todas las CCAA, e introdu-
ciendo después, segunda etapa, la concertacién de los impuestos estatales sin
especialidades propias, para, finalmente, alcanzar una posicién final de equi-
librio que incluyese la misma potestad tributaria para todas las CCAA, tan-
to las de régimen comtin como las de régimen foral.

4.- UNA PROPUESTA DE REFORMA

Como conclusién de las tres cuestiones estudiadas: andlisis de la situa-
cién de partida, aspectos y posibilidades de la corresponsabilidad fiscal y los
resultados de los regimenes forales, se hace preciso plantear un esquema de
Propuesta de Reforma en orden a contraponer al Acuerdo del Consejo de
Politica Fiscal v Financiera para el perfodo 1992/96, y también para iniciar
una cierta aproximacién o convergencia hacia la solucién de destino. Ciertamente
que la autonomia tributaria, la suficiencia financiera y el respeto al principio
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de solidaridad tan sélo se pueden dar conjuntamente con la generalizacién
del Sistema foral de Concierto-Cupo, al tiempo que permitirfa progresar fun-
dadamente en conseguir superiores dosis de corresponsabilidad fiscal, todo
al servicio de una gestién econémicamente mds eficiente de los recursos pu-
blicos y una gestién politicamente mds transparente y mas austera de esos
recursos.

La propuesta inicia el camino hacia la generalizacién del Sistema de
Concierto, procura una aproximacién y no el alejamiento del destino, o
punto de equilibrio més arriba sefialado, pero se formula con la impres-
cindible gradualidad de las reformas a acometer. Se basa en los extremos
siguientes:

I.- Igualacién de la capacidad financiera.- La financiacién automaética
debe plantearse la garantia de que todas las CCAA puedan disponer de un
nivel similar de recursos para atender a las competencias de que disponen.
Después de todas las valoraciones efectuadas de las necesidades a cubrir se
ha llegado a la conclusién de que el gasto publico autonémico debe igualar-
se con referencia al gasto por habitante. Ello significa que el indice més sim-
plista de "necesidades" global cabe identificarlo con la poblacién, es decir,
la capacidad financiera se iguala mediante la proporcionalidad del gasto pribli-
co con la poblacién de cada CCAA. El proceso recientemente inaugurado
de extender las competencias de las CCAA del articulo 143 hasta las com-
petencias atribuidas a las CCAA del articulo 151, permitiria simplificar la f6r-
mula de financiacién aplicable. Con la salvedad de que la igualacién de la
capacidad financiera referida a la poblacién presentara, todavia importantes
diferencias en relacién con las CCAA forales, igualdad que sélo acabaré pro-
duciéndose con la generalizacién del sistema foral de financiacién autoné-
mica a todas las CCAA. Proceso que no debe marginarse pero que deberd
acometerse gradualmente.

I1.- Progresar hacia la corresponsabilidad fiscal.- Esta es una necesidad
sentida y proclamada de forma practicamente undnime por la doctrina, que,
sin embargo, resulta contestada por las CCAA de manera generalizada. Tanto
el Acuerdo para 1992/96 como la participacién del 15 por ciento en el IRPF
no se plantean en verdad ningtn avance significativo en esta direccién. Con
las correcciones técnicas apropiadas la posicién final de equilibrio consiste
en la generalizacién del sistema foral, pero la necesidad de acometerla como
un proceso gradual exige la adopcién de medidas de progresiva adaptacién
que comportan la reforma de la LOFCA en determinados aspectos. Un avan-
ce importante y sencillo en esta direccién podria orientarse en los extremos
siguientes:

A. Transformar los tributos cedidos en propios.- Las limitaciones que la

.
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LOFCA establece en relacién con los impuestos propios ha hecho que, a
pesar de los esfuerzos acometidos, los resultados recaudatorios obtenidos
sean mds bien escasos®>. Cabria, sin embargo, reforzar la capacidad normati-
va de las CCAA en relacién con los tributos cedidos. Particularmente median-
te la posibilidad de que éstas —que estdn caracterizadas para la aplicacién de
recargos sobre los impuestos cedidos— puedan fijar libremente tanto los tipos
impositivos como determinar la forma en que se deben calcular las bases
imponibles, asi como la fijacién de los restantes elementos tributarios, median-
te la legislacién que aprueben los respectivos parlamentos autonémicos. De
esta manera, no sélo se podrian armonizar, en su caso, las medidas tributa-
rias a adoptar con las que en estas figuras adoptan las CA forales, en evita-
cién de competencia desleal cuando esta se produce, sino que prmitirfa el
ejercicio de dosis crecientes de responsabilidad fiscal por parte de las CCAA.

B. Recargo en el LR.PE - Las posibilidades que ofrece esta alternativa
para mejorar la suficiencia financiera y el ejercicio de la responsabilidad fis-
cal, radican dos modalidades alternativas de recargo sobre el IRPFE. La pri-
mera, la mera aplicacién de un recargo sobre la cuota liquida del IRPE La
segunda, la aplicacién de un "recargo" simultdneamente al fraccionamiento
de la escala tarifaria en dos tramos: el central y el autonémico.

La primera modalidad no necesitarfa ni tan siquiera una modificacién
formal de la LOFCA ni, tampoco, a la vista de la posicién del TC en su
Sentencia 150/1990 de 4 de octubre, de una autorizacién previa mediante
ley estatal, y su aplicacién podria darse sin demérito del principio de solida-
ridad por cuanto los recursos adicionales que se obtendrian no son suscepti-
bles de exportacién a otros territorios autonémicos, sino que incidirfan sobre
los residentes de la misma jurisdiccién en la que se podrian prestar superio-
res servicios a esos mismos ciudadanos contribuyentes. Sin embargo, la ele-
vada presién fiscal que supone en la actualidad el IRPF no avala la opcién por
esta modalidad de recargo que, con una menor presién fiscal del IRPF esta-
tal, cumplirfa satisfactoriamente con las finalidades de una superior respon-
sabilidad fiscal.

La segunda modalidad o "recargo a la canadiense", si bien obviarfa la
dificultad del reforzamiento de la ya elevada presién fiscal del IRPF estatal,
podria conseguir satisfactoriamente los mismos objetivos que el recargo pro-
puesto en el parrafo anterior, si contase con el aditamento, que aqui se ana-
liza en el tercer punto de esta Propuesta, de un fondo de igualacién hori-

(22) B. CABRER, M. MAS y A. SANCHO, "Las necesidades de provisién de servicios
publicos en las CCAA", en La Financiacién de las Comunidades uténomas, Monografia

A-22,1.V.1E, 1991.
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zontal para mantener el adecuado cumplimiento del principio de solidaridad
interterritorial de antes del recargo/fraccionamiento propuesto, que se veria
conculcado con la sustitucién parcial de la recaudacién del IRPF estatal al
plantearse con el tramo autondémico una derivacién geogréfica de la recau-
dacién en favor de las CCAA mds ricas que cuentan con una superior capa-
cidad fiscal.

En ambos tipos de recargo cabria pensar en la imposicién de distintas
modalidades de recargo con el fin de acentuar o matizar el impacto de la pro-
gresividad de los mismos segtn se elija. En este sentido merece la pena con-
siderar las distintas modalidades aplicadas en el caso holandés que han con-
tado con una elevada aceptacién®. El recargo que responde a la modalidad
de cesién/fraccionamiento/"recargo”, con toda seguridad que a medio plazo
permitiria pensar incluso en reducir la presién fiscal global resultante si el
tramo o recargo autonémico fuese de menor entidad que la fraccién de la
escala tarifaria inicialmente asumida.

[I1.- Cumplimiento del Principio de Solidaridad Interterritorial.- La acep-
tacién generalizada del principio de solidaridad no impide, sin embargo, que
sea objeto de reflexién y que se incorpore a la Propuesta que se formula con
las especificaciones siguientes:

A. Consideracién global del Principio de Solidaridad.- La solidaridad
interterritorial es un objetivo de naturaleza politico-social de primera mag-
nitud que significa mantener unos determinados estdndares de igualdad eco-
némica y fiscal en todo el territorio nacional. Ante cualquier modificacién
significativa del sistema de financiacién autonémica se suele manifestar una
especial sensibilidad para preservar cualquier retroceso en relacién con la
situacién anterior, lo que es perfectamente plausible. Sin embargo, no se tie-
ne una exacta nocién de cuél es la resultante global de todas las actuaciones
encaminadas a tal fin. Es en este sentido que se proponga definir claramen-
te ese objetivo y que se adopte la decisién politica de cémo debe concretar-
se su cumplimiento. Pero es conveniente tener presente que desde la activi-
dad financiera desarrollada directamente a través de los Presupuestos Generales
del Estado y de la Seguridad Social, desde antes de la configuracién del nivel
autonémico, ya se venia produciendo una importante funcién de redistribu-
ci6n espacial de la renta en todo el territorio espaiiol. Con el advenimiento
de las CCAA esta redistribucién se ha seguido manteniendo y, ademds acre-
centando con la introduccién de pardmetros espacialmente redistributivos

(23) C.G.M. STERKS, C.A. de KAM, "Descentralizing Taxation in the Netherlands", en
R. PRUD'HOMME, Public Finance with Several levels of government, [.1.P.F., 1991,
pag. 69-82.
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en todas y cada una de las férmulas globales de financiacién, con la excep-
cién de la financiacién de las CCAA forales que produce resultados sustan-
cialmente perversos —por opuestos— al principio de solidaridad interterrito-
rial. Tan sélo de una consideracién global de los recursos aplicados y de los
resultados obtenidos al servicio de este principio se podré conocer si se con-
sidera suficiente o no su actual grado de cumplimiento.

B. Fondo de Garantia de Servicios Minimos.- La LOFCA en su articulo
15 se refiere a este instrumento de igualacién fiscal que no ha sido todavia
desarrollado expresamente, si bien como consecuencia del mandato recibi-
do en el Acuerdo de 20 de enero de 1992 se ha creado un Grupo Técnico de
Trabajo en el seno del Consejo de Politica Fiscal y Financiera que ha pro-
gresado en su concrecién con vistas a su préxima implantacién. Cabe sefia-
lar que se constituye en una modalidad de igualacién dificilmente identifi-
cable con un fondo horizontal de suma cero aplicable a todas las CCAA, que
cabe argumentar habria de implantarse simultineamente a cualquier férmu-
la de financiacién autonémica que, como la propuesta por el Consejo, inclu-
ya aspectos de derivacién geogréfica en la participacién de los ingresos del
Estado, venga a alterar el equilibrio existente en términos de distribucién
espacial de recursos.

El Fondo de Garantfa de Servicios minimos, es un instrumento de diff-
cil concrecién y costoso, se erige en una férmula de igualacién fiscal de apli-
cacién excepcional, normalmente tan sélo para las CCAA peor dotadas, con
el fin de garantizar la satisfaccién uniforme en todo el territorio de los ser-
vicios publicos fundamentales, y cuya presencia puede obedecer a insufi-
ciencias por cuenta de renta y por cuenta de capital (para igualar stocks de
capital publico). Si se avanza en la identificacién y cuantificacién de las nece-
sidades en funcién del elemento de poblacién para igualar el gasto publico
por habitante, puede convertirse en un instrumento redundante; mas bien
cabria postular su excepcionalidad —por ejemplo— para cubrir la existencia
de costes unitarios de prestacién de servicios extremadamente elevados, o
para corregir diferencias alarmantes en la dotacién de capital piblico, en el
caso de servicios fundamentales, mediante la aplicacién discrecional de sub-
venciones condicionadas.

C. Rectificacién de la financiacién atribuida a las CCAA forales de los
Servicios de la Seguridad Social.- La financiacién atribuida al Pafs Vasco y
Navarra por razén del traspaso de los servicios de INSALUD e INSERSO es
el agravio comparativo més notorio que reciben las CCAA de régimen comun.
La inapropiada aplicacién del indice de imputacién al coste global nacional
de estos servicios como financiacién de las CCAA forales significa una apli-
cacién perversa —por opuesta— al principio de solidaridad interterritorial. La
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rectificacién a la baja de ese porcentaje excedentario habria de producirse
de forma inmediata, hasta el porcentaje que corresponda a la poblacién cubier-
ta, o, en su defecto, a la poblacién de derecho, con €l fin de aplicar el mis-
mo criterio expreso de financiacién de esos servicios en todas las CCAA.




